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I. INTRODUCCION:

La convocatoria a este Tercer Seminario sobre Medio Ambiente, de la Organización Demócrata Cristiana de América (ODCA),  resulta ser una de las iniciativas mejor propuestas para abordar los desafíos más cruciales de la agenda política de los estados y los gobiernos de la región.   Ante un proceso de crisis económica, social y con importantes demandas hacia el campo politico,  analizar y comparar las experiencias realizadas en el ámbito de los problemas ambientales y sus consecuencias,  necesariamente nos lleva a reflexionar sobre si los caminos trazados en la región se orientan o no a asegurar un mejor desarrollo para las actuales y las futuras generaciones.

Mas aun,  hacer esta reflexión desde la perspectiva de las políticas publicas sobre el tema ambiental,  ubica la problemática en la dimensión de la Política con mayúsculas,  cuestión en la cual los humanistas cristianos tenemos el mandato de hacerlo en la perspectiva de construir las bases para un tipo de sociedad que asegure a todos y cada una mejores condiciones de vida,  particularmente para los más pobres, asegurando de ese modo la consolidación del régimen y modo de vida democrático en nuestro continente.

Hacer políticas publicas desde y con los contenidos del medio ambiente y el desarrollo sustentable como horizonte,   obliga a revisar con valentía y transparencia el propio actuar de los gobiernos que inspirados en la doctrina humanista cristiana,  han recibido de la ciudadanía la tarea de construir el Bien Común y el desarrollo en los países de la región.   

Por ello,  este trabajo elaborado desde la óptica de quien se ha desempeñado en los asuntos públicos vinculados a los problemas y desafíos ambientales,  que recoge también las reflexiones y la mirada de expertos en la temática.   Nos hemos propuesto relacionar el desafío de la formulación de una política ambiental, a partir de un profundo involucramiento de la ciudadanía en la misma,  no solo como una dimensión estratégica sino como un contenido sustantivo de la misma.

Del mismo modo,  nos atrevemos a formular algunas propuestas de trabajo y de método que confiamos puedan ser de utilidad a los dirigentes y funcionarios de nuestros gobiernos al momento de enfrentarse ante la responsabilidad de realizar una gestión desde el ámbito publico orientado hacia el logro de un mejor desarrollo de nuestros pueblos,    asumiendo la dimensión ambiental como uno de los contenidos estratégicos y valóricos.

II. UNA MIRADA Y REFLEXION SOBRE EL DESARROLLO SUSTENTABLE EN LA REGION:

· LA MIRADA DESDE LA CUMBRE DE RIO 1992

El medio ambiente se convirtió en una cuestión de importancia internacional en 1972, cuando se celebró en Estocolmo la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano. En los años subsiguientes, las actividades encaminadas a integrar el medio ambiente en los planes de desarrollo y en los procesos de adopción de decisiones en el plano nacional no llegaron muy lejos. Aunque se avanzó algo respecto de cuestiones científicas y técnicas, se siguió soslayando la cuestión del medio ambiente en el plano político y se fueron agravando, entre otros problemas ambientales, el agotamiento del ozono, el calentamiento de la Tierra y la degradación de los bosques. 

Cuando las Naciones Unidas establecieron la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en 1983,   era evidente que la protección del medio ambiente iba a convertirse en una cuestión de supervivencia para todos.   La Comisión presidida por Gro Harlem Brundtland (Noruega) llegó a la conclusión de que para satisfacer "las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las propias"   la protección del medio ambiente y el crecimiento económico habrían de abordarse como una sola cuestión. 

Tomando en cuenta las conclusiones y propuestas del Informe Brundtland,  la Asamblea General de las Naciones Unidas convocó la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD).  Esta Conferencia, conocida como Cumbre para la Tierra, se celebró en Río de Janeiro del 3 al 14 de junio de 1992,  convirtiéndose en un momento decisivo en las negociaciones internacionales sobre las cuestiones del medio ambiente y el desarrollo a escala global,  un excelente anticipo de los desafíos de un mundo globalizado.

Los objetivos fundamentales de la Cumbre eran lograr un equilibrio justo entre las necesidades económicas, sociales y ambientales de las generaciones presentes y de las generaciones futuras y sentar las bases para una asociación mundial entre los países desarrollados y los países en desarrollo, así como entre los gobiernos y los sectores de la sociedad civil, sobre la base de la comprensión de las necesidades y los intereses comunes. 

En Río, 172 gobiernos, incluidos 108 Jefes de Estado y de Gobierno, aprobaron tres grandes acuerdos que habrían de regir la labor futura: el Programa 21, un plan de acción mundial para promover el desarrollo sostenible; la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, un conjunto de principios en los que se definían los derechos civiles y obligaciones de los Estados, y una Declaración de principios relativos a los bosques, serie de directrices para la ordenación más sostenible de los bosques en el mundo. 

Se abrieron a la firma además dos instrumentos con fuerza jurídica obligatoria: la Convención Marco sobre el Cambio Climático y el Convenio sobre la Diversidad Biológica. Al mismo tiempo se iniciaron negociaciones con miras a una Convención de lucha contra la desertificación, que quedó abierta a la firma en octubre de 1994 y entró en vigor en diciembre de 1996. 

En el Programa 21, que contiene más de 2.500 recomendaciones prácticas, se abordan los problemas urgentes del mundo actual,  y sienta las bases de una agenda ambiental a escala global. El Programa 21 tiene por objeto preparar al mundo para los retos de un mundo cada vez mas interdependiente e incluye propuestas concretas en cuestiones sociales y económicas, como la lucha contra la pobreza, la evolución de las modalidades de producción y de consumo, la dinámica demográfica, la conservación y ordenación de nuestros recursos naturales, la protección de la atmósfera, los océanos y la diversidad biológica, la prevención de la deforestación y el fomento de la agricultura sostenible. 

En el Programa 21 se recomiendan maneras de fortalecer el papel de los grupos principales --las mujeres, los sindicatos, los agricultores, los niños y los jóvenes, las poblaciones indígenas, la comunidad científica, las autoridades locales, el comercio, la industria y las organizaciones no gubernamentales-- con miras al desarrollo sostenible. 

En la Declaración de Río se definen los derechos y las obligaciones de los Estados respecto de principios básicos sobre el medio ambiente y el desarrollo. Incluye las siguientes ideas: la incertidumbre en el ámbito científico no ha de demorar la adopción de medidas de protección del medio ambiente; los Estados tienen el "derecho soberano de aprovechar sus propios recursos" pero no han de causar daños al medio ambiente de otros Estados; la eliminación de la pobreza y la reducción de las disparidades en los niveles de vida en todo el mundo son indispensables para el desarrollo sostenible, y la plena participación de la mujer es imprescindible para lograr el desarrollo sostenible. 

· UNA MIRADA GLOBAL

En el último tiempo, la conciencia sobre los temas ambientales del desarrollo y el concepto sobre desarrollo sostenible se han incorporado en las políticas públicas y en las prácticas económicas y sociales en América Latina y el Caribe.  Esto se expresa, en particular, en el desarrollo de instituciones, estrategias y políticas gubernamentales para la protección del medio ambiente, así como en la lenta penetración de conceptos de desarrollo sostenible en el sistema educativo, en la cultura, en las demandas sociales y en las prácticas empresariales.
 Sin embargo la aplicación de las políticas e instituciones han sido, hasta ahora, insuficientes para establecer patrones de desarrollo ambientalmente sostenibles y,  el balance entre los procesos de deterioro y las transformaciones adecuadas sigue siendo negativo. Más aún, los principios de protección ambiental siguen siendo visualizados por gran parte de los sectores productivos y por no pocos gubernamentales como una imposición externa que frena el desarrollo. Esto genera una economía política en la cual los temas de sostenibilidad ambiental ocupan todavía un papel secundario.

Aunque la región continua manteniendo algunos ecosistemas el panorama global no resulta del todo alentador, principalmente generados por procesos de deforestación, contaminación de los litorales, alteración y desecamiento de manglares y otros procesos menores.  La deforestación ha deteriorado, además, en muchos contextos, las fuentes de agua. La inadecuada planeación y regulación de las aguas subterráneas ha generado también en algunos contextos un  deterioro de este recurso.  Los suelos agrícolas han sufrido, además, diversos procesos de deterioro: erosión, agotamiento de nutrientes, salinización y compactación.   El espacio marítimo se ha visto afectado, a su vez, por los  residuos provenientes de la actividad humana, en forma crítica en algunas bahías de la región, al tiempo que la sobreexplotación pesquera afecta especies de gran importancia económica, como la anchoveta y el atún.

La inadecuada provisión de agua potable y, especialmente, de eliminación de excretas genera problemas ambientales severos. La contaminación atmosférica afecta gravemente a grandes ciudades y centros industriales y mineros y, en al menos en tres casos (Ciudad de México, Sao Paulo y Santiago de Chile), con una población total de casi 40 millones de habitantes, alcanza niveles críticos. La falta de capacidad para extraer residuos industriales, hospitalarios y domésticos genera problemas de contaminación del suelo, del agua (tanto superficial como subterránea) e incluso del aire, afectando en no pocas ocasiones las condiciones de salud de las poblaciones, tanto urbanas como de centros mineros.

Estos procesos obedecen a diferentes causas: 

· La más importante es,   la subvaloración económica de los activos y servicios ambientales, que reflejan una consciencia de abundancia de recursos naturales que ha llevado, en la práctica, a tasas de explotación superiores a las tasas naturales de renovación de dichos recursos.

· Los costos ambientales derivados del aprovechamiento de los recursos naturales de la región no se ha incorporado en los precios de los bienes y servicios  producidos. 

· La inadecuada disponibilidad de tecnologías o de mecanismos efectivos para transferir tecnologías apropiadas afecta también la sostenibilidad ambiental.

· La competencia internacional hace, que, en particular en el caso de bienes intensivos en recursos naturales y el turismo, los precios no reflejen adecuadamente los costos ambientales en los cuales se incurre en la producción de los bienes y servicios correspondientes.

· El deterioro ambiental refleja la ausencia de políticas públicas adecuadas y de una institucionalidad ambiental con potestades adecuadas a los desafíos ambientales.

· La pobreza es también, en los países de América Latina y el Caribe, una causa importante del deterioro ambiental. 
· LA PREOCUPACION DE LOS GOBIERNOS

La Preocupación del Mercosur por el Medio Ambiente

El área geográfica contenida dentro del Mercosur, engloba el 42% de la población y el 58% de la superficie de América Latina,   incluyendo un mosaico de ambientes de singulares características. Bosques tropicales en Brasil, subtropicales en Paraguay, praderas templadas en Uruguay y climas fríos y subantárticos en Argentina. Muchos de estos ecosistemas son compartidos por los demás países.

Esta diversidad de ambientes brinda una variedad de especies de flora y fauna, cuya importancia es por demás interesante, siendo Brasil el país que está a la cabeza en lo que se refiere a la biodiversidad.  La gran variedad de especies explica el que no se haya estudiado la biología de su totalidad y que en muchos casos su conocimiento sea fragmentario.  

En estas especies, es destacable el papel que la región juega en la migración de las aves, fundamentalmente con las colonias provenientes del hemisferio norte. Se registran importantes lugares que sirven como sitios de alimentación y lugares de invernada, fundamentales para las aves que toman parte en los ciclos periódicos de migración.

En cuanto a la situación general de la fauna, muchas de las especies se encuentran en peligro de extinción y otras ya se han extinguido, caso de las que se encontraban en la cúspide de cadenas tróficas. Por otra parte algunas se han convertido en plagas ante la uniformización de cultivos y falta de depredadores, produciendo muchas veces daños de suficiente magnitud como para impedir ciertos cultivos.

El recurso flora es variado, dado que la región presenta diferencias notables en cuanto a características climáticas, edáficas, altitudinales y su relación con los cursos de agua.  Este valioso recurso ha sido fuertemente modificado, básicamente por el prolongado y en algunos casos intenso uso agropecuario. 

A pesar de que se ha impulsado el conocimiento de especies con valor económico para la agricultura, hay que destacar la explotación del recurso forestal, incentivada sobre la base de la gran riqueza de especies nativas. La explotación en muchos casos desmedida, con un objetivo fundamentalmente exportador hacia países del primer mundo, motiva que ponga al recurso en peligro o a ecosistemas únicos.

Los recurso hídricos constituyen una red densa con agua de buena calidad y de fácil acceso para uso humano. Esta característica da lugar en la región del Tratado a cuencas hidrográficas muy características, por un lado la del río Amazonas ampliamente conocida por todos y la otra la del río de la Plata.  Esta se encuentra conformada por los ríos Paraná y Uruguay, que son utilizadas en sus áreas de influencia para riego, generación de hidroelectricidad y navegación. 

Problemática Ambiental

Los países miembros del Mercosur, presentan en líneas generales un problemática ambiental común al igual que muchas de sus causas. Esto ha comenzado a exponerse en los últimos años en las conferencias "Ecosur, Mercosur, Medio Ambiente y Aspectos Transfronterizos".  Estas reuniones convocan a diversos actores gubernamentales y no gubernamentales para evaluar, analizar y sugerir acciones en la temática ambiental en el marco del Mercosur. De esto podemos determinar la siguiente nómina de puntos ambientales críticos en el área de aplicación del Tratado:

· Basura: es el problema ambiental más reciente en la consideración pública, al incrementarse los niveles de desperdicios por parte de las sociedades involucradas. No existen políticas de tratamiento correcto de este vector, generalmente los residuos son enterrados o incinerados. 

· Contaminación hídrica: está provocada por vertimiento de efluentes industriales y domésticos, existiendo una generalizada falta de políticas de saneamiento urbano. Últimamente por acceso a créditos de bancos de ayuda multilateral se ha comenzado a construir redes de saneamiento. 

· Destrucción del suelo: generalizada en la región, producida por malas prácticas agropecuarias y utilización muchas veces de paquetes tecnológicos no adecuados a los factores naturales y culturales. 

· Expansión urbana: los cambios en la producción agropecuaria y la pérdida de la tenencia de la tierra motivan una fuerte y creciente migración de poblaciones rurales. Esto provoca un cinturón periférico en las grandes ciudades, agravado por problemas de planificación urbana, carencia de servicios, contaminación y marginación social entre otros problemas. 

· Obras de infraestructura: las obras camineras, regadío, represas, desecación, líneas de suministro de energía, afectan a cursos de agua, áreas silvestres y ciudades, y son la constante en la región. 

· Utilización de recursos naturales: las actividades que se desarrollan para la extracción y utilización de recursos naturales renovables o no renovables provocan agotamiento de los recursos e impactos ambientales no deseados. En muchas de estas prácticas, la necesidad de obtener mayores rendimientos lleva a la utilización de agroquímicos cuyo uso en muchos casos es libre en la región, aunque su fabricación y uso está prohibido para países del mundo desarrollado. 

· LA EXPERIENCIA CHILENA 

Desde el advenimiento de la democracia en Chile, el desarrollo sustentable es un desafío del conjunto de la sociedad y constituye el objetivo general de la política gubernamental, tal como se afirma en el Mensaje Presidencial de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente: “Un desarrollo sustentable debe conservar la tierra y el agua, los recursos genéticos, no degradar el medio ambiente, ser técnicamente apropiado, económicamente viable y socialmente aceptable.”

El Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, ha profundizado en este concepto: “La estrategia de desarrollo sustentable de Chile está basada en generar las condiciones básicas que permitan compatibilizar el proceso de crecimiento económico del país, con la protección del medio ambiente y el uso sustentable de los recursos naturales, en un contexto de equidad social y económica.”
.  Su objetivo es el mejoramiento equitativo de la calidad de vida de los chilenos de manera de no comprometer las expectativas de las generaciones futuras.

El desarrollo sustentable se puede representar como un triángulo cuyos vértices —el crecimiento económico, la equidad y la calidad del medio ambiente— están en un equilibrio dinámico. Por lo tanto, una condición fundamental del desarrollo sustentable es la armonización de las políticas económicas, las políticas sociales y las políticas ambientales.

En este contexto, la Política Ambiental que ha impulsado los gobiernos de la democracia han procurado hacer ambientalmente sustentable el proceso de desarrollo, velando por “el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental.”

El foco de la Política Ambiental y su fin último es la calidad de vida de todos los chilenos y de las generaciones futuras. La gestión ambiental es una función eminentemente pública, de responsabilidad individual y colectiva, que requiere del compromiso y la participación de toda la sociedad civil, incluyendo en ella al sector productivo privado, de tal forma que el conjunto de la sociedad esté dispuesto a asumir los costos que implica el implementar tal política. Significa también un proceso continuo de mejoramiento de la capacidad de gestión del país. 

En Chile, el debate público sobre la sustentabilidad ambiental se inicia con la recuperación de la democracia, tras años de ausencia como tema relevante de la sociedad, debido a los escasos espacios de participación y la falta de vida cívica democrática. Para avanzar más rápidamente en materia ambiental se ha hecho necesario desarrollar una amplia dinámica de participación y discusión.  

Chile es un país en desarrollo que ha tenido un crecimiento económico alto y sostenido durante la última década, alcanzando tasas anuales de alrededor de 7%.  Como resultado se ha conseguido un ingreso per capita anual creciente,  que se acerca a los 5.000 dólares, pero con una fuerte concentración del ingreso: el 20% más pobre sólo percibe el 6% del ingreso nacional.   

El desarrollo económico chileno se ha basado históricamente en sus recursos naturales, tanto renovables como no renovables. El futuro desarrollo seguirá teniendo un componente muy importante de dichos recursos. La minería del cobre continuará siendo el pilar del desarrollo, aunque con una representación cada vez más relevante de otros rubros como recursos forestales, agroindustria, acuicultura, turismo y servicios. 

Hay consenso respecto a que el medio ambiente, en Chile, está fuertemente presionado por las exigencias que plantea el desarrollo económico y social. Los esfuerzos de los chilenos para lograr el bienestar económico han comprometido seriamente la capacidad de renovación y preservación de los recursos naturales y la calidad del aire, del agua y de los suelos. 

En ausencia de una normativa ambiental efectiva, el desarrollo económico de Chile ha significado, durante décadas, la acumulación de un pasivo ambiental, cuyas expresiones principales son las siguientes:

· Contaminación atmosférica asociada a las áreas urbanas, a la industria, a la minería y a la generación eléctrica. En muchas localidades, las emisiones y las concentraciones ambientales de material particulado, óxidos de nitrógeno y de azufre, monóxido de carbono, hidrocarburos y contaminantes peligrosos, como el plomo y el arsénico, superan la normativa nacional o las recomendaciones internacionales con un alto costo y riesgo para la salud de la población. 

· Altos índices de contaminación hídrica, por la disposición sin tratamiento de residuos líquidos domiciliarios e industriales. Lo anterior ha afectado significativamente a los cursos de agua, como ríos, lagos y borde costero, así como ha generado contaminación de  aguas subterráneas.

· Inadecuado manejo del crecimiento urbano y sus principales derivados, entre los cuales destacan los altos índices de contaminación, la escasez de espacios de contacto con la naturaleza, áreas verdes, de esparcimiento y recreacionales.

· Inadecuado manejo y disposición de residuos sólidos, domésticos e industriales, particularmente los peligrosos, lo que hace de este tema uno de los desafíos principales de la gestión ambiental. 

· Erosión y degradación de suelos, por la aplicación de técnicas silvoagropecuarias deficientes, crecimiento urbano y manejo inadecuado de residuos sólidos. En Chile, los procesos de degradación del recurso suelo han actuado durante siglos, en particular sobre la disponibilidad de suelo agrícola productivo y las cuencas hidrográficas.  

· Amenazas al bosque nativo por sobreexplotación y carencia de medidas adecuadas de protección. El crecimiento sin consideraciones ambientales de la actividad forestal, la extracción de leña y la fabricación de carbón amenazan la sustentabilidad del recurso y la diversidad biológica. 

· Pérdida de recursos hidrobiológicos. Debido a procesos de explotación excesiva de determinadas especies se han producido situaciones de agotamiento de la biomasa. 

· Deficiente gestión de sustancias químicas peligrosas. Su uso creciente, sin la existencia de medidas integrales para prevenir la contaminación, hace que los riesgos para la salud humana y las emergencias ambientales puedan presentarse en forma catastrófica.  

Desde 1990, la política ambiental del Gobierno se realiza sobre la base conceptual del desarrollo sustentable. En este período, el país ha sido capaz de lograr simultáneamente altas tasas de crecimiento económico, ha reducido la pobreza y avanza hacia la recuperación del deterioro ambiental y la protección del medio ambiente. 

Con la democracia, los esfuerzos iniciales se concentraron en enfrentar los problemas ambientales más urgentes y abrir el debate público acerca de ellos. El Gobierno del Presidente Patricio Aylwin Azócar implementó el primer programa de descontaminación atmosférica para la Región Metropolitana, a través de la Comisión Especial de Descontaminación creada para tal efecto. Se estableció, además, planes de descontaminación para las áreas saturadas aledañas a las principales fundiciones  estatales  de cobre.  

Un paso sustantivo en el diseño e implementación de la Política Ambiental chilena fue dotar al país con una moderna legislación y una nueva institucionalidad ambiental. La Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente fue promulgada en marzo de 1994, a pocos días del inicio del segundo Gobierno de la Concertación, encabezado por el Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Se trata de una Ley que, por primera vez en la historia nacional, se hace cargo de la temática ambiental desde una perspectiva integral, sentando las bases para una gestión ambiental eficiente y fijando criterios institucionales y regulatorios que comprometen las acciones del Estado, del sector privado y de la ciudadanía.

La Ley, al crear la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) sin derogar las competencias de los ministerios y servicios públicos, sienta las bases para el Sistema Nacional de Gestión Ambiental: una institucionalidad de tipo transversal y de carácter coordinador, en un marco de descentralización territorial y de simplicidad  administrativa. El Sistema Nacional de Gestión Ambiental está compuesto por todos los ministerios, organismos sectoriales de la administración central y los organismos descentralizados a los que el conjunto de leyes vigentes asigna responsabilidades y potestades ambientales. El eje coordinador de este sistema es CONAMA, en interrelación directa con otros organismos del Estado, los sectores productivos y la ciudadanía.

Con posterioridad a la promulgación de la Ley, las prioridades gubernamentales en el área ambiental han estado dirigidas a la elaboración y aplicación de los reglamentos básicos necesarios para la implementación de la Ley: el Reglamento del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional y de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente; el Reglamento para la Dictación de Normas de Calidad Ambiental y de Emisión; el Reglamento sobre Procedimientos y Etapas para Establecer Planes de Prevención y Descontaminación; y el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

La Ley de Bases y sus reglamentos proporcionan el marco a partir del cual se deben ejercer las competencias sectoriales. Otras normativas complementarias le entregan a diversos ministerios la posibilidad de regular, entre otras materias, el uso de los recursos naturales y los efectos de la contaminación en las aguas y en el aire. Existen así cuerpos jurídicos como la Ley General de Pesca y Acuicultura; el Código Sanitario; la Ley de Navegación; la Ley de Protección Agrícola; la Ley 3.133 sobre Residuos Industriales Líquidos; y la Ley que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Además, falta aún por desarrollar otros cuerpos legales fundamentales, como la Ley de Bosque Nativo. De todas maneras, es necesario considerar el perfeccionamiento ambiental de este ordenamiento jurídico.  

Como expresión de la decisión de avanzar en la explicitación de la política ambiental,  el Consejo de Ministros de la CONAMA aprobó en 1998 el documento sobre la Política Ambiental por el Desarrollo Sustentable,  convirtiéndose en el instrumento principal de gestión y gobernabilidad del tema ambiental en el país.

Paralelamente al proceso de desarrollo del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, la comunidad ha sido convocada a participar en la elaboración de normas de calidad ambiental, de planes de descontaminación y en el sistema de evaluación de impacto ambiental. El proceso de participación ciudadana cumple un doble rol: incorporar las sugerencias de la sociedad civil organizada a la gestión ambiental y entregar a todos una cuota de responsabilidad en el cuidado del patrimonio ambiental de la nación. 

Conjuntamente con estos logros, la preocupación por la temática ambiental está creciendo en la sociedad chilena. Existe inquietud por los problemas relacionados con la actividad productiva —como la contaminación atmosférica, la deforestación y la erosión de suelos— y así también por aquellos asociados a la falta de desarrollo económico, como la deficiente infraestructura sanitaria y la disposición inadecuada de basuras. 

Estas preocupaciones se han manifestado en las instancias informales de participación ciudadana  y en forma creciente en aquellas que contempla la Ley, especialmente en la evaluación de algunos proyectos de inversión, llegando, en ciertos casos, a situaciones de conflicto. 

Existen, además, juicios fundados sobre la necesidad de consolidar y fortalecer la institucionalidad actual y de revisar la legislación ambiental, para que el sistema pueda ser mejorado en los aspectos de recursos humanos, financieros y capacidad de gestión, entre otros. 

En la actualidad, Chile necesita crear una nueva conciencia ambiental, basada en un consenso nacional en torno a las preocupaciones ambientales más relevantes para la gente, para que todos los actores sociales puedan hacerse co-responsables de la gestión ambiental desde sus competencias específicas.  

Por su lado,  el actual gobierno de la Concertación,  con el Presidente Ricardo Lagos se ha propuesto su propia agenda ambiental para el periodo de gestión 2000-2006.  Esta agenda se encuentra resumida en los objetivos generales y específicos del programa de gobierno:

Se ha declarado como el objetivo estratégico principal, el hacer de Chile un país sustentable, que continúe con el desarrollo económico, otorgue igualdad de oportunidades a toda su población, con una adecuada valorización y protección al medio ambiente, a la naturaleza y a los derechos ambientales de los ciudadanos.

Y como objetivos operacionales del sexenio:  Proteger y valorizar el patrimonio natural y cultural del país;  Lograr revertir la tendencia al deterioro del medio ambiente nacional e iniciar los procesos de restauración de ecosistemas degradados; Aumentar la importancia de la dimensión ambiental en todas las políticas públicas sectoriales;  Fomentar la educación ambiental a todo nivel y acrecentar la participación de la sociedad civil en la gestión ambiental;  Incentivar la investigación y el desarrollo de tecnologías limpias y prácticas amigables con el medio ambiente;  Desarrollar el ordenamiento territorial como instrumento de gestión ambiental aplicable en las diferentes escalas administrativas;  Desarrollo y fomento de investigación científica y tecnológica en el área de medio ambiente; y Formular una política ambiental internacional que integre al país en las soluciones de los problemas ambientales y lo defienda de los riesgos de la globalización.
III. UNA MIRADA VALORICA Y CONCEPTUAL

· ALGUNOS CONCEPTOS BASICOS

Políticas Publicas:

La política pública, desde una óptica institucional,  se trata de la decisión de una autoridad legitima, adoptada dentro de su campo legitimo de jurisdicción y conforme a procedimientos legalmente establecidos,  vinculante para todos los ciudadanos de la asociación, y que se expresa en varias formas: leyes, sentencias, actos administrativos.

Las dimensiones que puede adquirir una Política Publica, pueden ser:  Institucional,  la política es elaborada o decidida por una autoridad formal legalmente constituida en el marco de su competencia y es colectivamente vinculante;  Decisorio,  la política es un conjunto-secuencia de decisiones, relativas a la elección de fines y/o medios, de largo o corto alcance, en una situación especifica y en respuesta a problemas y necesidades;  Conductual,  implica la acción o la inacción, hacer o no hacer nada;  pero una política es, sobre todo, un curso de acción y no solo una decisión singular; y  Causal, son los productos de acciones que tienen efectos en el sistema político y social.
En cuanto al Origen de las políticas publicas, estas habitualmente nacen en la agenda pública, determinada en un proceso vinculado a la dinámica de las relaciones de poder, a las características del sistema político y a las relaciones imperantes entre el estado y la sociedad civil. 

La participación en la formulación de las políticas, constituye un requisito para un diseño exitoso de la misma. Hoy se encuentra a su favor las tecnologías de las comunicaciones imperantes. Por tanto se requiere voluntad para su potenciación como también para generar información analítica –comparativa y el fortalecimiento de institutos de políticas públicas.
Desde otra perspectiva, concebimos a La Política Pública, como un instrumento de trabajo mediante el cual se pretende alcanzar desde el Estado, en forma sistemática y coherente, ciertos objetivos de interés para el bienestar de toda la sociedad civil,  la que además,  debe estar sustentada en un corpus teórico (filosofía),   que oriente los cursos de acción, así como la toma de decisiones, el establecimiento de prioridades y la asignación de recursos financieros en el ámbito público.

Del mismo modo, la política debe crear los canales para trasmitir flujos de información entre el Estado y la sociedad Civil,  por tanto, el objetivo central de una política pública es alcanzar objetivos de bien común, y los objetivos específicos de una política tendrán que ver con cuatro alternativas que no son excluyentes: transformaciones estructurales, resolución de problemas sectoriales o temáticos, asignación de recursos y optimización de situaciones.

Como ya se ha señalado,  un elemento que puede garantizar el éxito de una política, es el compromiso que ésta genera en quienes serán participantes y/o beneficiarios de dicha política.  Por tanto,  para que haya identificación del ciudadano con la política, ésta tiene que estar ubicada en una perspectiva de resolución o satisfacción de problemas que afectan a toda la población. No basta con el hecho de formular una política y que ésta emane desde el nivel central para que, automáticamente, sea aceptada por la sociedad civil.

Las Políticas Públicas son de interés, tanto para el Estado como para la sociedad. El origen y desarrollo de ellas se caracteriza por la complementariedad y transversalidad entre ambas esferas,  por tanto, hay que abrir un espacio de discusión sobre el impacto de las Políticas públicas en la dimensión territorial, es decir, qué tipo de políticas debe aplicarse a escala nacional, cuáles en el nivel regional, así como las especificidades de las políticas en el ámbito comunal y local. 

En el ámbito de las políticas publicas ambientales,  estos principios adquieren gran relevancia e importancia al momento de su diseño, discusión, validación, aprobación, implementación y evaluación.

Participación Ciudadana:

· Sociedad Civil:

Se puede afirmar que la sociedad civil incluye aquellas entidades, estructuras y redes que son independientes de los poderes del Estado y de los partidos políticos, pero que se relacionan con él y estos de diversos modos. 

Una definición tan amplia como esta obliga a incluir a todas aquellas organizaciones y redes ubicadas fuera del aparato estatal dentro de la sociedad civil, por lo que la sociedad civil estaría constituida por las iglesias, los sindicatos, los medios de comunicación, el sector empresarial, los colegios y gremios profesionales y las organizaciones no gubernamentales u organizaciones ciudadana.

· Rol de la Sociedad Civil:

Las tareas que puede implementar la sociedad civil,  se inscriben en actividades de organización de campañas publicas, desarrollo de talleres educativos,  generación de iniciativas de concienciación a objeto de modificar patrones de conducta ciudadana.  

Además, se agrega la promoción y la presión publica destinadas a generar acciones de los poderes públicos en orden a nuevas normativas y políticas especificas.  Del mismo modo,  la sociedad civil puede organizar modos de recepción  de opinión ciudadana y  generación de medios de comunicación alternativos a los oficiales.
· El Derecho a la PARTICIPACION/CONCEPTO

El derecho a la participación en los asuntos públicos,  puede ser definido como aquel derechos fundamental que siendo expresión directa del poder soberano,   supone la pretensión o exigencia de participación del pueblo en la gestión y resolución de los asuntos públicos, bien directamente, o bien a través de representantes libremente elegidos.

Es un derecho que empieza a ser reconocido en las primeras declaraciones de derechos humanos: 

En la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia, se reconocía este derecho en la Sección 6: 


“Que las elecciones de miembros para servir de representantes del pueblo, en  asamblea, deben ser libres; y que todos los hombres que hayan probado suficientemente su interés permanente con la comunidad, y su adhesión a ella, tengan el derecho de sufragio... “

El artículo 6 de la Declaración Francesa de Derechos del Hombre del Ciudadano, de 1789 establecía: 


“La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a participar personalmente, o a través de sus representantes, en su formación ...Todos los ciudadanos, siendo iguales a sus ojos, son igualmente admisibles a todas las dignidades, puestos y empleos públicos, según su capacidad, y son otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos.” 

Su fundamento radica en la dignidad de la persona humana. Por eso el Papa Juan XXIII, en su Encíclica Pacem in Terris afirmaba: 


“De la misma dignidad de la persona humana proviene el derecho a tomar parte activa en la vida pública y contribuir a la consecución del bien común. El hombre, en cuanto tal -decía nuestro predecesor de feliz memoria, Pío XII- lejos de ser tenido como objeto y elemento pasivo, debe, por el contrario, ser considerado como sujeto, fundamento y fin de la vida social..”. 

Los principales textos internacionales de derechos humanos reconocen este derecho en los siguientes términos: 

Artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: 

Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país directamente o por medio de representantes libremente elegidos. 

Toda persona tiene derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país... 

La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

El artículo 20 de la Declaración Americana de Derechos del Hombre establece: 
Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres. 

Artículo 25 del pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 

Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos. 

Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, autenticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores. 

Tener acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

Artículo 23.1º del Pacto de San José de Costa Rica: Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 

De participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos. 

De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 

De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

Artículo 17 de la declaración de los derechos y Libertades Fundamentales, aprobada por el Parlamento Europeo en virtud de Resolución de 16 de mayo de 1989: 

Todo poder público emana del pueblo y debe ejercerse de conformidad con los principios del estado de derecho. 

Todo poder público debe ser directamente elegido o responsable ante un parlamento directamente elegido. 

Los ciudadanos de la Comunidad tienen derecho a participar en la elección por sufragio universal libre, directo y secreto de los diputados del parlamento Europeo. 

Los ciudadanos de la Comunidad tienen el derecho tanto a ser electores que a ser elegibles... 

El artículo 117 de la Constitución del Paraguay de 22 de Junio de 1992 establece: 
Los ciudadanos, sin distinción de sexo, tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representantes, en la forma que determinen esta Constitución y las leyes... 

El derecho a la participación en los asuntos públicos comprende los siguientes derechos: 

· El derecho a la participación política. Este derecho, a su vez, comprende los siguientes: 

El derecho a la asociación política. 

Este derecho comprende dos derechos: 

· El derecho a formar partidos políticos. 

· El derecho a afiliarse libremente a los partidos políticos. 

El derecho a la libertad de reunión política. 

El derecho a la libertad de manifestación. 

El derecho de sufragio. Que comprende: 

· El derecho de sufragio activo. 

· El derecho de sufragio pasivo. 

· El derecho de petición. 

· El derecho a acceder a los cargos públicos. 

· El derecho a la participación en la actividad legislativa. El cual, a su vez, comprende los siguientes derechos: 

El derecho al referéndum. 

El derecho a la iniciativa legislativa popular. 

· El derecho a la participación en la Administración de justicia. Supone básicamente dos derechos: 

El derecho a intervenir en los procesos formando parte del jurado. 

El derecho a ejercitar la acción popular, amparándose en el proceso como acusación particular. 

· El derecho a la participación en la Seguridad Social y en la actividad de los organismos públicos a cuya función afecte directamente a la calidad de la vida o al bienestar general. 

· Una aproximación teórica sobre la Participación Ciudadana.

La participación ciudadana es participación política, ya que significa la intervención directa de la ciudadanía en las actividades públicas, sin estar relacionada con la participación mediada por los partidos políticos ni con el ejercicio del derecho al voto. Por actividades públicas nos referimos a todas aquellas actividades que realiza el Estado en todas sus expresiones, tanto a escala nacional como municipal.

El que participa no se convierte en empleado público y su actitud no debe interpretarse como un favor a la sociedad,   ya que es deber y derecho ciudadano el tomar parte de las decisiones de orden público más allá del simple acto de votar en elecciones periódicas. 

La situación económica de nuestros pueblos y la necesidad de vías para el desarrollo hacen que se encuentre en la participación un mecanismo propulsor del desarrollo económico y social.  Así, la participación es vista como un proceso a través del cual los individuos y la comunidad están activamente involucrados en todas las fases del desarrollo, lo que genera mayor equidad y sostenibilidad.

Lo que distingue a la participación, es la intervención en el mecanismo de decisión política, implica contribuir a generar la voluntad colectiva.   Participar, implica ser admitido a la discusión del asunto y tener derecho a emitir una decisión individual sobre el asunto, con la obligación correlativa de que sea procesada en la aplicación de la regla de agregación que da como resultado la decisión colectiva. 

A partir de lo anterior se podría definir participación ciudadana como un "... proceso gradual mediante el cual se integra al ciudadano en forma individual o participando en forma colectiva, en la toma de decisiones, la fiscalización, control y ejecución de las acciones en los asuntos públicos y privados que afectan en lo político, económico, social y ambiental para permitirle su pleno desarrollo como ser humano y el de la comunidad en que se desenvuelve".

Es posible distinguir la forma en que la ciudadanía participa en: participación - reivindicación,  participación - control y  participación - gestión. Estas se pueden ordenar  de la siguiente manera:

· Participación – reivindicación: esta comprendido por los movimientos ciudadanos de reivindicación de derechos. Protegidos por las distintas convenciones de protección a los derechos humanos y por las constituciones de la mayoría de Estados.

· Participación – control: lo conforman las asociaciones de contribuyentes, vecinos, usuarios, consumidores, etc., que demandan un mejor control del gasto público por parte de las Administraciones.  Control que se formaliza jurídicamente a través de leyes de información, denuncia, petición, de defensa de los consumidores, regulación de plebiscitos y referendos, audiencias públicas, etc.

· Participación - gestión, que se materializa en nuestras sociedades en una auténtica administración sustitutoria o sumergida, ante la crisis del Estado del bienestar (guarderías, asistencia social, actividades deportivas o culturales, mantenidas por asociaciones voluntarias).

Estas formas de participación se pueden expresar en los niveles municipal y nacional, ya sea de manera individual o colectiva, a través de las cuales se pretende:

· Cercanía y presencia ciudadana en los niveles de decisión; 

· Establecimiento de mecanismos de control social; 

· Creación y fortalecimiento de instrumentos para lograr una democracia participativa; 

· Fortalecimiento municipal; 

· Descentralización y/o desconcentración de la administración pública para lograr justicia y equidad social; y 

· Respeto a la diversidad organizativa y social. 

También es factible dividir las formas en la que la ciudadanía participa en formas pasivas y formas activas de participación.

Las formas pasivas de participación ciudadana incluyen la labor de los funcionarios públicos para informar a la población de los problemas y de los planes para resolverlos, y para determinar qué percepción tienen los ciudadanos respecto de los problemas y su opinión acerca de los planes y opciones.

Los funcionarios suelen recurrir a las formas pasivas de participación ciudadana para encontrar el apoyo del público para los proyectos que desean llevar a cabo.

Con respecto a la información en la participación pasiva, los funcionarios del gobierno preparan y distribuyen publicaciones informativas para despertar el interés y explicar conceptos, temas y procedimientos. De forma paralela los funcionarios pueden animar a los programas de radio y televisión a transmitir programas relacionados con los problemas públicos y sus soluciones. Los funcionarios pueden también animar a los periódicos a preparar y publicar editoriales, notas y suplementos especiales sobre los problemas y proyectos de gobierno.

Otra valiosa fuente de información a la que también se puede recurrir, es la investigación mediante encuestas, cuyos resultados pueden contribuir al juicio político y administrativo de los proyectos que se pretendan llevar a cabo.

Las  formas activas de participación,  son todas aquellas en las que la ciudadanía participa de manera directa en la organización o en la actividad de administración pública. 

Dicha participación se puede expresar de manera individual (derecho a solicitar información o a optar a cargos públicos, por ejemplo) y de manera colectiva (grupos de interés, sectores laborales, partidos políticos, etc.).

· Participación en Democracia.

La democracia es un sistema de gobierno compatible con la libertad, la justicia y la equidad, y es una forma de cultura.  La generación de una cultura democrática es un proceso de larga duración en el cual las formas y los contenidos democráticos traspasan todos los espacios de la vida social, desde la experiencia de lo cotidiano hasta las relaciones institucionales.

Si asumimos a la democracia en su aspecto cultural, podemos coincidir con Habermas, en cuanto esta como el espacio público de comunicación dialogica en el cual ocurren  la critica del ejercicio de la autoridad, la tematización de nuevas cuestiones y la construcción de nuevas identidades.
    La recuperación y desarrollo de la esfera de lo publico, resulta ser el mayor desafío en la renovación de la teoría democrática.   Allí lo que se busca es construir un espacio de libre  interacción de grupos, asociaciones y movimientos,  generando un espacio de critica,  abriendo al mismo tiempo, espacios de análisis de la misma democracia.    

Es hacia este objetivo, donde debería dirigirse el trabajo gestión política y de desarrollo politico de nuestras sociedades en un repensar el modo de acción en política, otorgando mayores ámbitos a la participación de las comunidades y sociedades.  Este proceso,  que esta en la raíz de la generación de una forma comunicativa de poder, implica la capacidad de someter a la autoridad pública a la critica.

El tema de la gobernabilidad,  tiene relación con la urgencia, que tienen las democracias de erigir una fuerte validación,  con formas y estilos políticos eficientes y eficaces, capaces de generar una convivencia verdaderamente civilizada.

La democracia, debe asumir las demandas sociales, políticas, culturales, económicas y ambientales de la población,  pero no solo debe hacer lo anterior, sino que tiene que hacerlo con y desde la sociedad civil.   Las acciones de los gobiernos deben centrarse en los ciudadanos y en la sociedad, ya que éstos constituyen el objetivo primordial de los gobiernos.  

Asimismo, las acciones entre el gobierno y la sociedad deberán de darse en todos los ámbitos y en una constante interacción no sólo en la definición de las grandes políticas, sino para garantizar que todas las acciones ya sean públicas o privadas, redunden en beneficio de los ciudadanos.

El potencial democratizador  de la participación ciudadana, esta vinculado a la posibilidad de producir  a través de ella una alteración real en las asimetrías de la representación política y social.

· Acerca de la Participación y su problematización política:  su relación con el rol del estado,  la representación y su legitimidad.

En el ámbito local,  la participación se genera por las causas inmediatas que preocupan a las familias en sus necesidades más urgentes.  

Desde el punto de vista de los conflictos (ya sean estos ambientales, sociales, étnicos), en el ámbito de lo local, surgen algunas sugerencias estratégicas:  debería estimularse en forma directa la participación,  no esconderla ni reprimirla;  apoyar en forma temprana a una suerte de mandato popular, a objeto de evitar el conflicto;  aplicar  mecanismos e instancias directas de negociación bajo formas de una mediación, incluyendo formas anticipadas de negociación de conflictos;  y organizar instancias formales de participación para la superación de problemas y conflictos. 

Para que la participación cumpla su finalidad de llegar a los que menos tienen y al seno mismo de las comunidades, debe basarse en una descentralización de las decisiones, en una redistribución del poder que garantice que el interés por el ciudadano comienza por la dimensión humana y está presente en las decisiones en todos los órdenes..

Corresponde, por tanto al estado asegurar el pleno ejercicio de los derechos ciudadanos.  La nueva relación gobierno-sociedad que se plantea desde estas premisas, deberá de darse no sólo el respeto a los derechos y a las garantías, sino promoverse una política de aliento y promoción que se traduzca en un marco jurídico adecuado.

Igualmente,  se requiere de un nuevo tipo de estado.  Un Estado, que se oriente a dignificar la vida colectiva,  un Estado para la sociedad civil,  lo que implica de reformas de carácter politico-institucional cualitativas orientadas a consolidar y desarrollar nuevos estadios en la democracia.  Son procesos de carácter eminentemente cualitativos, los cuales suponen un rol activo de la sociedad civil.
  

Se trata de construir un nuevo proyecto democrático.  Que sea capaz de ir mas allá de la política de los políticos,  que asuma los desafíos y problemas de las personas, de modo de ayudarlas a responder a las necesidades y a los valores socialmente instituidos y crear un nuevo sentido común para la vida.
    Retomar la política, implica reformar al estado.

Los acuerdos gobierno-sociedad civil que se necesitan para realizar proyectos comunes, deber dirigirse ha satisfacer necesidades publicas.
El desafío que concierne al Estado es el cambio de enfoque en sus relaciones con la sociedad civil.  En lugar de pretender  que ésta se acerque a él,  creándole canales institucionales en función de sus objetivos y necesidades,  lo que corresponde es invertir la cuestión,  buscando apoyar a la sociedad civil – preservando su autonomía – de manera de no comprometer su capacidad de negociar libremente las mejores condiciones que posibiliten su desarrollo.

Los esfuerzos organizados de la ciudadanía para participar en decisiones públicas, (leyes o políticas) se hacen a través de diversos mecanismos.  Estos pueden ser: 

· incidencia directa sobre legisladores o tomadores de decisión de agencia gubernamentales; 
· incidencia indirecta a través de campañas de movilización social y formación de alianzas para la promoción de agendas específicas; 
· participación en consejos de planificación o concertación de políticas nacionales, departamentales o municipales de carácter general o sectorial; 
· influencia en las propuestas de candidatos o de partidos políticos; 
· desarrollo de casos judiciales para establecer jurisprudencia en torno a derechos económicos, sociales y políticos de la ciudadanía; 
· desarrollo y difusión de investigaciones en temas sociales relevantes. 
Los esfuerzos por incidir en las políticas públicas, por parte de la ciudadanía,  requieren de capacidades institucionales que pueden ser potenciados a partir de estrategias de capacitación adecuadas a las instituciones.

El desarrollo de estas capacidades requiere de marcos de referencia que ubiquen la función de incidencia en políticas y de deliberación pública de las organizaciones de la sociedad civil,  en el contexto de la democracia; y de herramientas analíticas para entender los planteos actuales sobre el papel del Estado y la sociedad civil en la política social.   El estado debe facilitar y apoyar la participación, mas que organizarla y manejarla. 

Se requiere también de repertorios amplios de estrategias eficaces para la incidencia en políticas, así como del desarrollo de las habilidades y competencias necesarias para la planificación e implementación de estas estrategias

La participación de las organizaciones de la sociedad civil en las políticas,  debería considerarse en las diversas etapas de esta:

· en la construcción del problema publico, mediante mesas de trabajo y encuentros periódicos;  

· en la incorporación del problema en la agenda, mediante la participación en los órganos consultivos y/o consultas ciudadanas;  

· en la misma formulación de las políticas publicas,  mediante seminarios, talleres y congresos con capacidad de decisión;  

· en la implementación de las políticas, a través de la participación mediante fondos concursables, proyectos conjuntos y participación directa mediante concursos públicos;  

· y en el monitoreo,  evaluación, control y reformulación.
· Se pueden identificar algunos costos y beneficios de la participación ciudadana.

Costos:

· Los gastos gubernamentales se pueden incrementar debido al costo que implica el mantener una opinión pública plenamente informada, y, en algunos casos, dar cabida a los referéndum. 

· Las demandas de los ciudadanos para la realización de estudios adicionales, en casos de impacto ambiental por ejemplo, puede demorar la preparación y ejecución de los planes de gobierno. 

· Los ciudadanos pueden no ser competentes para juzgar adecuadamente los aspectos técnicos de los planes y programas de gobierno, y los intentos de los funcionarios de explicar cuestiones técnicas pueden producir mayores retrasos. 

· Existe el riesgo de que los ciudadanos que participen en los procesos de planificación, de puesta en práctica, o en ambos, tengan un punto de vista localista y enfocado solamente al impacto de los planes y programas sobre su comunidad o municipio y que se genere, así, un conflicto entre lo que es mejor para una determinada comunidad y lo que es mejor para un área geográfica más amplia. 

· Los individuos que participan en los programas y en la toma de decisiones pueden no representar a toda la ciudadanía. 

· Puede ocurrir un conflicto de valores si los valores de los participantes difieren significativamente de los que tienen los funcionarios electos y los burócratas. Tal conflicto puede verse como algo saludable si obliga a burócratas y funcionarios a reflexionar sobre sus valores. 

Beneficios 

a) Para la ciudadanía

· Los programas de gobierno afectan directamente las vidas de los ciudadanos y las instituciones y procesos tradicionales no siempre son capaces de identificar y resolver los problemas que los grupos de ciudadanos perciben como serios. 

· Desarrolla la capacidad de la participación responsable y amplia de la ciudadanía. 

· Los ciudadanos pueden hacer valiosas aportaciones a los procesos de planificación y ejecución sobre la base de su conocimiento detallado de las condiciones, necesidades y deseos locales. 

· En este último sentido, la participación desarrolla habilidades en los ciudadanos para la administración pública. 

· Contribuye además a la despolarización política de la sociedad al establecerse metas comunes. 

· Eleva la autoestima de las poblaciones y las personas que participan en los programas y proyectos,  lo que genera efectos sinérgicos en otros ámbitos del quehacer social y colectivo.  La participación en si como proceso social cambia a sus mismos actores.

b) Para el gobierno central y gobiernos locales

· Desde el punto de vista gubernamental, el hecho de que los ciudadanos puedan compartir con los funcionarios públicos la responsabilidad de la toma de decisiones tiene la ventaja de facilitar la ejecución de los planes y programas, en la medida de que los ciudadanos estarán más deseosos de aceptar y trabajar para la realización de los proyectos con los resultados esperados si ellos mismos han contribuido a planearlos, puesto que comprenderán mejor las razones que los justifican. 

· La participación de los ciudadanos tiene un valor democrático, pues les facilita exigir sus responsabilidades a los funcionarios, electos o designados. 

· Contribuye a una mayor transparencia en la administración pública. 

· Aumentará la confianza de la ciudadanía en el sistema político y combatirá la apatía política. 

· Genera demandas en los modos de gerencia de los programas y proyectos de carácter publico.  El líder del pasado era una persona que sabia como ordenar,  el del futuro tiene que saber como preguntar,  pues necesita imprescindiblemente de los otros.

· La participación, ayuda a generar un ambiente altamente requerido en los ámbitos de gerencia:  son los ambientes de confianza.

· Credibilidad en la rendición de cuentas. 

· Los actos gubernamentales se verían legitimados. 

· ANALISIS DESDE UNA PERSPECTIVA VALORICA Y HUMANISTA CRISTIANA

El deterioro ambiental alcanza los mayores niveles en el planeta cuando comienzan a concentrarse las actividades económicas, trazarse las vías de comunicación, crear las áreas urbanas, aumentar la población, y la producción de bienes y servicios y sin consideración del entorno; estas acciones provocaron efectos negativos e irreversibles en muchos casos del "Progreso".

a) FUNDAMENTOS ETICO POLITICOS DE LA DEMOCRACIA CRISTIANA

El humanismo cristiano, impulsa un movimiento politico que propone lograr una verdadera democracia, en la que el hombre pueda obtener su pleno desarrollo que se inspira en una óptica integral. En esa tarea de liberación humana, da expresión a una política inspirada en el concepto cristiano de la vida, que impulsa el ascenso de las fuerzas populares tendientes a transformar las estructuras injustas de la sociedad de nuestro tiempo.

Igualmente nuestra doctrina, proclama como fundamentales los derechos de la persona humana,  pues reconoce su naturaleza libre, su trascendencia espiritual, su realización en la vida familiar y colectiva, su derecho a la educación, al trabajo y a la seguridad. Tales derechos son anteriores al Estado, por lo que sus instituciones deben garantizarlos integralmente, junto con otorgar a la sociedad los medios para someter su ejercicio a la exigencias del bien común.

Además, el humanismo cristiano sostiene las normas de la democracia basadas en la justicia y aplicadas por legítima autoridad, por cuanto permiten una forma de gobierno que respete los derechos humanos, la convivencia positiva entre hombres de ideas discrepantes y la progresiva evolución social.   Lucha y se compromete por una democracia amplia, abierta a la masa popular, sin discriminaciones políticas, religiosas o de clases, en que sea efectiva la igualdad de derechos, oportunidades y deberes para todas las personas y grupos sociales.

También, el humanismo cristiano defiende a la familia como célula básica de la sociedad y procura el fortalecimiento de sus vínculos, la dignificación de la mujer y el resguardo de los hijos. Reconoce especialmente el derecho familiar a la vivienda, a la educación, a la economía, a un medio ambiente limpio y a la seguridad social. Para que el hombre común participe más directamente en la vida colectiva y para asegurar una forma de gobierno más democrática y descentralizada, que conduzca a una integración social sin divisiones artificiales,  promueve el más amplio desarrollo de las entidades intermedias entre el individuo y el Estado y su reconocimiento en las instituciones de derecho. Impulsa, por tanto, el robustecimiento de los organismos regionales y de los municipios, de las asociaciones de carácter profesional y cultural, de los sindicatos, cooperativas y juntas de pobladores.

Del mismo modo, aspira a la instauración de una economía humana y ecológica, en que la producción está ordenada con miras al bien común y satisfaga en forma creciente las necesidades de la población presente y venideras y, en especial, de los sectores de escasos recursos. La economía humana y ecológica, hace posible que los valores de orden ético y la voluntad colectiva de organizar el progreso de la comunidad, se conviertan en factores dinámicos del desarrollo, promoviendo un modelo sustentable de ese desarrollo.

b) PRINCIPIOS HUMANISTAS CRISTIANOS APLICADOS AL DESAFIO AMBIENTAL

La preocupación por el cuidado, preservación, recuperación de nuestro medio ambiente y de un nuevo modo de desarrollo acorde con esta preocupación, es parte integrante del pensamiento y acción humanista cristiana.  En este sentido, existe una opción clara inspirada en la mas profunda tradición cristiana,  que nos invita a asumir que la naturaleza esta ordenada en un servicio para el pleno desarrollo de la persona humana.

La persona es anterior y superior al estado, sin embargo en lo que respecta al medio natural, cada generación tiene la obligación de cuidar y preservar para las futuras generaciones los bienes de la naturaleza que también ellos requerirán.

Esta actitud se resume en un espíritu solidario entre e intergeneraciones.  Se trata de avanzar hacia mejores condiciones de vida, asegurando que este sea un proceso sustentable en el tiempo, construyendo de ese modo nuevos estadios de mayor justicia social y de bien común.

Otra preocupación y urgencia en la aplicación de los principios humanistas cristianos al desafío ambiental, es la promoción del involucramiento activo de la ciudadanía en estas tareas.  Por ello el rol de la comunidad,  las organizaciones de base, los municipios y los gobiernos locales son una expresión autentica de una opción humanista y cristiana centrada en el rol protagonico de las personas en el desarrollo de su propio futuro.

Sin embargo,  el desarrollo tiene una especial dimensión cultural, de valores y de modelos de vida.  Por ello, al asumir el desafío medioambiental como una dimensión integrada a la propuesta humanista cristiana de sociedad,  otorgamos a esta cosmovisión un aspecto más integro y pleno,  pues asume la liberación y plenificación de la persona humana en toda su dimensión:  los hombres y mujeres de nuestros países, requieren de un medio natural sano y pleno en posibilidades para su adecuado desarrollo integral.

Finalmente,  el rol del estado en esta tarea requiere de mayores desafíos.  Esta tarea exige al máximo las labores de generador de condiciones para el desarrollo de sus habitantes,  la coordinación de potencialidades de la comunidad, inserción de las dimensiones locales de gestión y la potenciación de la comunidad como protagonista.  Debe agregarse a lo anterior, el desarrollo de capacidades de gestión y versatilidad en la misma para poder abordar ágilmente los cambios y proyectos que una tarea como esta requiere,  particularmente,  en la concertación de intereses locales con objetivos nacionales.

· LA TEOLOGÍA AL SERVICIO DE LA SUPERACIÓN DE LA CRISIS ECOLÓGICA.

El desafío ecológico es, pues, tremendamente complejo. La misma problemática del desarrollo, está incluida en este desafío, y de manera fundamental, ya que el desarrollo se realiza en referencia a la utilización de los recursos naturales para el bienestar del hombre. Nadie tiene recetas mágicas para solucionar la multiplicidad de problemas involucrados en la problemática ecológica. 

Es necesario trabajar en muchos ámbitos a la vez. Crear e impulsar nuevos modelos de desarrollo a partir de nuevos modelos de producción-consumo que respeten el medio ambiente; reorientar la investigación científica y las aplicaciones de la técnica; reestructurar desde su propia base el orden económico internacional; criticar y superar la ideología moderna del progreso; enfrentar los poderes que están hoy al servicio de la muerte; instaurar una nueva relación entre el hombre y el medio ambiente; desarrollar una ética que guíe esa nueva relación, etc. ¿Cúal debería ser la participación de la teología en esta búsqueda de soluciones para un conjunto de problemas tan graves? Tiene una participación discreta, pero puede y debe colaborar para que cambie la actitud teórica y práctica del ser humano y de la sociedad en relación con el medio ambiente.

Aportación fundamental

La fe cristiana en Dios ocupa un lugar fundamental en una teología ecológica. No el Absoluto solitario del pensamiento filosófico antiguo y moderno, sino el Dios Comunión y Relación, el Dios Agape, el Dios Trino, tal y como es el Dios creador. Totalmente Otro (trascendencia) y, totalmente próximo de su creación (inmanencia), en una relación de mutua inclusión-integración, de tal forma que el señorío total de Dios no excluye, sino que incluye, la íntima comunión con las criaturas y viceversa.
 

Aceptada la revelación-propuesta de este Dios y aceptado el hecho de que el hombre es creado a Su imagen, debe cambiar la manera de situarse la persona en el interior del ecosistema del que forma parte. Pasa a ser corregido el conocimiento meramente racional, analítico y objetivante, que busca apoderarse del objeto (voluntad de poder), y se abre a un conocimiento participativo que tiende a la integración y a la comunión, capaz de percibir y de asumir la maravillosa multiplicidad de relaciones e interdependencias existente en lo real, incluidos, evidentemente, el ser humano y la sociedad. Y todo esto, no con la finalidad de dominar, sino de participar.

Aportaciones derivadas

La antropología cristiana rechaza tanto el antropocentrismo arrogante como el cosmocentrismo negador de la especificidad humana. La aceptación del Dios creador-salvador de la revelación bíblica, evita tanto la deshumanización del super-hombre moderno, cerrado en su propia subjetividad, dominador de los más débiles y destructor del medio ambiente, cuanto la deshumanización implicada en la mera adaptación del ser humano a los mecanismos impersonales de la evolución cósmica. Aceptando a este Dios, el ser humano asume su condición de creatura amada e interpelada personalmente por El, diferente a El en razón de su creaturidad, pero íntimamente relacionado con El. Asume, igualmente, su diferencia y su estrecha vinculación con el cosmos.

Algunas consecuencias y Desafíos para el compromiso cristiano con el tema ambiental.

a) La crisis ecológica es resultado del modelo de desarrollo seguido por la Civilización Industrial, en conexión con una determinada autoconciencia propia del hombre moderno. Este desarrollo se orienta unilateralmente en términos económicos y cuantitativos, y su dinamismo impulsa a crecer de forma continua e ilimitada. Y esta autoconciencia se caracteriza por un antropocentrismo cerrado y arrogante, que lleva al hombre y a la sociedad a considerarse señores absolutos de la naturaleza. Crisis ecológica y dominio del hombre por el hombre constituyen las dos expresiones básicas de la enfermedad que afecta al hombre y a la civilización moderna.

b) No puede ignorarse que en la ciencia actual se impone una visión fuertemente unitaria del universo: existe una continuidad desde las partículas atómicas presentes en el origen de la materia hasta los más complejos seres vivos, especialmente el hombre. El hombre –a diferencia de lo que pensaba el antropocentrismo moderno– no es tan diferente del universo en el que vive. Por su corporeidad forma parte del universo material, estando en comunicación no sólo con los otros seres humanos, sino también con todas las otras criaturas del mundo. El ser humano constituye un sistema complejo compuesto de múltiples interrelaciones, estrechamente vinculado con un sistema mayor que es la sociedad. Así, en la medida en que el hombre destruye el medio ambiente, la autodestrucción de la especie humana aparece como algo peligrosamente cercano.

c) No es posible tratar de la liberación del ser humano independientemente del cosmos. Esto es válido tanto en el nivel socio-político y económico como en el nivel más amplio de la salvación-liberación cristiana. La salvación integral del hombre que proclama la Iglesia, incluye la salvación del mundo creado del cual el hombre forma parte. El desafío que hoy plantea la crisis ecológica hace necesario mostrar no sólo la íntima relación existente entre el hombre y Dios, entre cada ser humano y la sociedad humana, sino también la unidad existente entre el hombre y la sociedad con todo el cosmos creado. 

d) En los esfuerzos desarrollista que se realizan en algunos países latinoamericanos prima una visión tecnócrata y mecanicista de la realidad. Una visión que pretende seguir el camino recorrido por los países desarrollados para llegar a la situación de desarrollo. De este modo se repiten los errores cometidos por estos países. Se trata de un desarrollo que concentra la riqueza en pocas manos a costa de la pobreza y miseria de la gran mayoría de la población y que, por otra parte, se ha revelado extremamente devastador del medio ambiente. 

e) En el campo ecológico, la conversión de la persona y el cambio estructural también deben estar mutuamente articulados mediante una relación de inclusión. De la misma manera, la teología política no puede prescindir de la teología del cosmos, y viceversa.

IV. HACIA LA FORMULACION DE UNA POLITICA AMBIENTAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE

a) FUNDAMENTOS:

· LA DECISION DEL GOBIERNO:  un primer elemento en la formulación y/o explicitación de una política publica, y en este caso aplicado a los desafíos ambientales,  tiene en la decisión del gobierno -y a este como expresión de la clase política dominante- a su principal agente.  Es clave la manifestación explícita de los agentes que ocupan los cargos de responsabilidad en los órganos de decisión del gobierno,  en promover y aplicar en la decisión política los contenidos del desarrollo sustentable y actuar en forma coherente y transparente en ese sentido.  La temática de la gobernabilidad de los asuntos públicos medioambientales, será el desafío constante en la aplicación de estas definiciones principales.

· EL INVOLUCRAMIENTO DE LOS ACTORES:  un segundo factor determinante,  es el involucramiento de los diversos actores de la sociedad civil en el proceso de explicitación, formulación y aplicación de la política publica a los asuntos y desafíos ambientales.   No solo es un factor que garantiza la gobernabilidad de la temática ambiental,  sino es una condición y contenido de la misma política.  No es solo un estrategia,  sino que un componente sinérgico de la misma,  pues por un lado aporta al fortalecimiento de las practicas y el sistema democrático,  sino que también posibilita su adecuación a los desafíos, necesidades y aspiraciones de la comunidad,  principal beneficiario de la aplicación de la misma política ambiental del estado.

· LA PERSPECTIVA DE LO REGIONAL Y LOCAL:  un tercer elemento  clave,  es la dimensión de lo territorial en la aplicación de la política.  No solo estamos hablando aquí de los necesarios instrumentos de ordenamiento y/o planificación del territorio básico para una adecuada gestión publica,  sino de los diversos aspectos que caracterizan las localidades, que hacen de la política ambiental un cuerpo sistémico y dinámico.  Cada realidad regional y/o local,  presenta oportunidades y desafíos,  que por un lado incorporan contenido a la agenda de la política sino que también permiten hacer de esta un efectivo instrumento de política pública, al acercar a las necesidades locales las decisiones de la autoridad y posibilitar un mejor involucramiento ciudadano.  Por otro lado además,  ofrece un escenario de colaboración entre las entidades nacionales y las locales en el estudio, definición y aplicación de los instrumentos de gestión ambiental que cada estructura de gestión ambiental se otorgue.

b) ALGUNAS RECOMENDACIONES

· PARA LA FORMULACION DE LA POLITICA AMBIENTAL

La formulación de una política ambiental,  presenta un conjunto de desafíos,  de los cuales sobresalen los siguientes:   elaborar un adecuado nivel diagnostico y caracterización de los problemas ambientales;  formular las bases doctrinales y políticas que sustentarán la formulación de la política;  desarrollar un cuadro contextual en donde se aplicará dicho instrumento de política publica,  observando principalmente el escenario nacional y regional donde se aplicará;  la explicitación de los desafíos y los fundamentos de las medidas e instrumentos que se aplicarán;  la declaración de los objetivos estratégicos y las metas;  el indicar que tipo de estructura institucional se diseñara a los efectos y que instrumentos de gestión se implementarán.   Es dable establecer que una política publica sobre medio ambiente,  debería ser el resultado de un proceso de por si complejo de estudio y análisis,  que por sobre todo, debe incluir un amplio espacio de participación de los principales actores que tendrán que incorporarse en su aplicación, seguimiento, evaluación y desarrollo en el tiempo.

Como un modesto aporte,  presentamos aquí un posible esquema de un documento de Política Ambiental,  que intenta recoger algunos de los componentes sugeridos en las paginas anteriores:

· Presentación: Antecedentes de la política.

1. Bases de la política.

2. Actores involucrados en la gestación de la política.

· Introducción:

1. Qué es la Política Ambiental 

2. Cómo participaron los actores involucrados.

· Diagnostico: antecedentes ambientales del país y/o de la región.

1. El País y/o la Región en el contexto internacional y/o nacional

2. Diagnostico descriptivo del país y/o de la región (geográfico, económico, ambiental, social, institucional, etc.)

3. Diagnóstico analítico, descripción de los resultados obtenidos del análisis territorial. 

4. Prioridades ambientales nacionales y/o regionales

· Principios orientadores: 

1. Fundamentos

2. Principios de la política 

· Desafíos:

1. Descripción de las Metas a lograr.

· Componentes:

1) Descripción de los objetivos jerarquizados de la Política Ambiental.

2) Plazos para el cumplimiento: cortos, medianos y largos plazos.

· Líneas de acción: 

1) Descripción de las líneas acción jerarquizadas a seguir para cumplir los objetivos.

2) Plazos para el cumplimiento: cortos, medianos y largos plazos.

· Instrumentos: 

1) Recursos Humanos

2) Recursos financieros.

3) Recursos institucionales.
· PARA EL INVOLUCRAMIENTO DE LA CIUDADANIA

La gestión ambiental es tarea de todos.  Una Política Ambiental, es una invitación a participar en un esfuerzo común. Por tanto,  una real participación debe ser informada, activa y responsable.  
La acción del estado,  es insuficiente para lograr el mejoramiento ambiental en todo el territorio.  Es tarea de la sociedad, especialmente a escala local.  Los grupos sociales y la sociedad civil les corresponde asumir un papel activo para el impulso de iniciativas encaminadas a limitar el deterioro ecológico y recuperar el medio ambiente así como apoyar a la solución de problemas provocados por la degradación de los recursos naturales.  Un campo de acción es coadyuvando en la creación de una nueva cultura ecológica. 

Otro ámbito posible de involucramiento, es accionando en el espacio público con propuestas ciudadanas destinadas a apoyar las actividades planeadas por las instancias de gobierno, encargadas de velar por el equilibrio ecológico.
Por lo mismo, es importante avanzar hacia la Corresponsabilidad Ambiental, como expresión de la solidaridad social aplicada a la gestión ambiental.  Para abordar esta tarea de los ciudadanos,  requiere asumir el rol de cada uno en sus respectivos ámbitos de acción, pertenencia y decisión (junta de vecinos, organizaciones profesionales, de trabajadores, empresarios, de la cultura, etc.).
Participar a nivel local y/o comunal, implica el proceso por el cual la acción de un pueblo se unifica con la acción gubernativa para mejorar las condiciones de vida de los habitantes de ese estado, donde las personas mismas participan en mejorar sus condiciones de vida.

A la municipalidad le corresponde velar y asegurar la mejora de la calidad de vida de los habitantes de la comuna,  mediante la implementación de políticas y programas de salud, seguridad, salubridad y medioambiente urbano, manejo de residuos, ordenamiento del territorio (plan regulador), desarrollo social (planes de desarrollo comunal), gestión política (representación popular), participación ciudadana (juntas de vecinos) y educación (PADEM).
· PARA LA GESTION LOCAL (MUNICIPAL)

La municipalidad tiene injerencia y protagonismo en la política ambiental nacional por medio de algunos de los siguientes instrumentos que le son propios:  ordenanzas municipales de manejo de residuos;  otorgamiento de patentes municipales;  administración del código sanitario (aseo y ornato, higiene y seguridad);  ley de transito (relación a los ruidos molestos,  emisión de gases);  residuos industriales (inspección sobre manejo de residuos industriales);  obligación municipal de establecer plantaciones de arboles en centros urbanos;  normas sanitarias municipales
Se desprende la Política Ambiental para el Desarrollo Sustentable,   que el ámbito municipal es un espacio clave de coordinación de acciones destinadas a mejorar el hábitat humano,  mejoramiento de condiciones de desarrollo local a través de los planes comunales de desarrollo;  participación de la ciudadanía en la gestión publica en general y ambiental por medio de los programas de participación organizada, desarrollo social, salud y educación principalmente.
Ideas Fuerzas para la gestión ambiental municipal:

Dimensión Ambiental de los Planes de Desarrollo Comunal: siendo este el principal instrumento de planificación y definición de políticas de la comuna resulta ser el ámbito y espacio adecuado para la aplicación de un programa ambiental municipal.

Ambientalización de los instrumentos de gestión municipal:   esto tiene relación con que los planes y programas municipales incorporen los criterios de desarrollo sustentable:  desarrollo, equidad y medio ambiente.

Plan de Acción Municipal Ambiental:  con la incorporación de los principios y contenidos  del documento de política ambiental nacional  y  de la agenda 21,  formular un  plan de acción municipal ambiental.

Contenidos de un plan de acción municipal ambiental:   auditorías ambientales locales;  institución del coordinador ambiental municipal;  identificación y priorización de los problemas ambientales locales;  creación y fortalecimiento de comités ambientales locales;  conformación de comité técnicos ambientales municipales;  diseño y desarrollo de planes comunales ambientales.
CONCLUSIONES

Finalmente,  la formulación y aplicación de una política publica sobre medio ambiente en nuestros países,  requiere de importantes cambios en los estilos de gestión en el ámbito publico.  Estos se expresan en los siguientes signos:

· Gestión Ambiental Participativa, en la cual la ciudadanía forme parte de las decisiones y se le posibilite efectivamente formar parte en la generación de soluciones de los problemas y desafíos ambientales,  básicamente, en los de aplicación local.

· Gestión Ambiental Transversal,  debido a la complejidad de la temática ambiental y la injerencia en ella de diversas competencias gubernamentales, se requiere del desarrollo de habilidades y competencias que posibilite una gobernabilidad de los temas ambientales en coordinación y relación con otros.

· Gestión Ambiental aplicada a los Desafíos Regionales y Locales,  que implica elaborar los programas y actividades considerando las diversidades locales,  procurando involucrar a los agentes y actores con competencias en la gestión local,  principalmente a los municipios.

· Gestión Ambiental Educativa y de la Cultura,  que conjuntamente con los instrumentos preventivos y de recuperación ambiental,   posibiliten una modificación en los patrones de comportamiento y mejoría de la conciencia de la ciudadanía sobre los temas ambientales,  pues los problemas ambientales son tales debido al comportamiento de las personas en su relación con su entorno natural.

SANTIAGO,  agosto de 2001
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